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Región de Murcia
Consejería de Hacienda

Intervención General


      La Interventora Delegada en los organismos autónomos administrativos Instituto de la Mujer e Instituto de la Juventud de la Región de Murcia, adscritos a la Consejería de Presidencia, con fecha 9 de febrero de 2004, ha elevado a esta Intervención General una consulta relativa al contenido y alcance que ha de darse a los actos de intervención formal y material del pago. 

La duda surge respecto de la aplicación de los artículos 33 y 30 del Decreto 161/1999, de 30 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido por la Intervención General de la Comunidad Autónoma. El primero de ellos, en su apartado primero, expresamente indica que “en los supuestos en los que, con arreglo a lo dispuesto en este Reglamento, la función interventora fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá reconocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir favorablemente estas actuaciones hasta que se conozca y resuelva dicha omisión en los términos previstos en el presente artículo”. Por su parte, el artículo 30, al referirse al ajuste de la orden de pago al acto de reconocimiento de la obligación establece que “en el caso de que las órdenes de pago se expidan basándose en propuestas recibidas por medios informáticos, se entenderá que se produce tal ajuste cuando se libren de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido en desarrollo del artículo 49.2 de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia (que corresponde al 51.5 del Texto Refundido de 2 de diciembre de 1999 de dicha Ley)”.  El juego de ambos preceptos lleva al órgano consultante a plantearse las siguientes cuestiones:

1º.¿Se debe paralizar, en fase de fiscalización formal y material del pago, una propuesta en la que se detecte que se ha omitido el trámite de fiscalización previa, si esta fuese preceptiva?.

2º. Visto que en la actualidad las propuestas de pago siempre se hacen por medios informáticos, ¿a qué comprobaciones queda reducida la fiscalización formal y material del pago?.

      Para contestar ambas preguntas es preciso hacer las siguientes

CONSIDERACIONES

      1. La intervención formal y material del pago son dos modalidades del ejercicio de la función interventora contempladas en el artículo 93 del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, apartados b y c de dicho artículo (en adelante TRLH). 

      2.  A la intervención formal y material del pago están sujetos todos los actos por los que se ordenan pagos con cargo al Tesoro Público Regional.

2.1.  El objeto de la intervención formal del pago de acuerdo con lo establecido en el artículo 30 del Decreto nº 161/1999, de 30 de diciembre, lo constituye la verificación de los siguientes extremos:

a) Que las órdenes de pago se dictan por órgano competente.
 
La intervención consistirá en comprobar que la autoridad que autoriza los documentos en los que se ordenan las transferencias bancarias o los cheques correspondientes es el ordenador de pagos competente o persona en quien delegue.

b) Que se ajustan al acto de reconocimiento de la obligación.
La regla general es que el ajuste entre la orden de pago y el acto de reconocimiento de la obligación se verifique mediante el examen de los documentos originales o de la certificación de dicho acto y de su intervención suscrita por los mismos órganos que realizaron dichas actuaciones. Pero existe también una regla especial, la contemplada en el párrafo tercero del artículo 30 del Decreto antedicho. De acuerdo con ella, por la Intervención actuante se entenderá que se produce tal ajuste cuando se expidan las órdenes de pago basándose en las propuestas recibidas por medios informáticos, de conformidad con lo establecido en el artículo 51.5 TRLH. En este sentido, la norma novena de la Instrucción provisional sobre la operatoria contable en la ejecución del presupuesto de gastos, aprobada por Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de 19 de febrero de 2002, establece el procedimiento de transmisión telemática de las propuestas de pago a la Ordenación de Pagos, configurándose así como el “procedimiento legalmente establecido”.   

c) Que se acomodan al orden de prioridad establecido por el Ordenador General de Pagos.
Con respecto a este extremo, la intervención consistirá en comprobar que se cumple con el orden de prioridad establecido, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones de pago forzoso y vencimiento fijo a las que hace referencia el artículo 51, apartado 3, TRLH.

2.2. De conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto nº 161/1999, de 30 de diciembre, la intervención material del pago consistirá en verificar:

a) La  identidad del perceptor.

       b)    La cuantía del pago.

El control del pago material se produce sobre los documentos que sirvan para su tramitación: relación de transferencias o, en su caso, cheques, al igual que la intervención formal, pues ambas están acumuladas en los mismos, a tenor de lo que establece la regla novena de la instrucción provisional sobre la operatoria contable a seguir en la ejecución de los presupuestos de gastos e ingresos, aprobada por Orden de 19 de febrero de 2002, de la Consejería de Economía y Hacienda. Por tanto, sobre dichos documentos  la Intervención verificará la identidad del perceptor y la cuantía del pago, firmando los documentos que autorizan la salida de fondos cuando sea de conformidad tal comprobación. En caso contrario, se deberá devolver sin firmar la relación de pagos con las observaciones que procedan.

3. Como hemos visto al principio, establece el artículo 33 del Decreto nº 161/1999, de 30 de diciembre, que si al conocer la Intervención de un expediente observara  la omisión de fiscalización previa en los supuestos  que fuera preceptiva con arreglo a lo dispuesto en dicho Decreto, no se podrá reconocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir favorablemente estas actuaciones hasta que se conozca y resuelva dicha omisión siguiendo el procedimiento previsto en el mencionado artículo. Ahora bien, para que pueda detectarse esa anomalía es imprescindible disponer del expediente en el que se ha cometido, y es aquí donde, por prescripción legal, el Interventor se encuentra con un procedimiento legalmente establecido que le impide acceder a la documentación que delate el defecto, con lo que, de hecho, le imposibilita su detección y consiguiente denuncia.

Lo anterior deriva de que  el TRLH, en su artículo 51.5, admite la posibilidad de que la Ordenación de Pagos reciba las propuestas y expida las correspondientes órdenes de pago por medios telemáticos, quedando la documentación justificativa del gasto realizado en los centros en los que se reconocieron las correspondientes obligaciones. Tal previsión se ha concretado reglamentariamente en la norma novena de la Orden de 19 de febrero de 2002, de la Consejería de Economía y Hacienda, que lo establece como procedimiento general, y en su norma sexta, que regula la conservación de los documentos contables y sus justificantes, configurándola como una obligación de los servicios económicos de las Secretaría Generales de las Consejerías. 

En correlación con lo anterior, fija el articulo 30 del Decreto 161/199, de 30 de diciembre, que en el caso de que las órdenes de pago se libren basándose en las propuestas recibidas por medios informáticos, se entenderá que se produce su ajuste al acto de reconocimiento de la obligación sin necesidad del examen del expediente, esto es, se establece una presunción legal en tal sentido.

4. En consecuencia, tal como está regulado el procedimiento para la ordenación de pagos en el TRLH y normativa de desarrollo,  el ejercicio de la intervención formal y material del pago sobre los documentos en que se realiza (las relaciones de transferencias y cheques), no permite conocer si se ha omitido, en algún caso, la fiscalización previa en las fases anteriores de ejecución del presupuesto de gastos, pues para observar tal omisión sería preciso que, junto con los documentos de ordenación del pago, se acompañaran los expedientes de gasto, requisito que no es necesario de acuerdo con la operatoria establecida.

Hechos los razonamientos anteriores ya se está en condiciones de contestar las dos preguntas formuladas por el órgano consultante pero, como quiera que la respuesta a la segunda cuestión planteada condiciona de manera determinante la de la primera, se opta por alterar el orden de contestación en las siguientes

CONCLUSIONES


1ª.- Dado el procedimiento legalmente establecido para el envío al Ordenador de Pagos de las propuestas de pago que formulen los órganos gestores del presupuesto de gastos, mediante su remisión telemática, y existiendo la presunción legal del ajuste entre la propuesta y la orden de pago expedida por el mismo procedimiento, las actuaciones a realizar por los interventores en la puesta en práctica de la intervención formal y material de los pagos quedan circunscritas a la constatación de los datos que se pueden apreciar en los documentos en que aquellos se instrumentan.


2ª.- Como consecuencia de lo anterior, siempre que se actúe de acuerdo con el indicado procedimiento no será posible paralizar una orden de pago por la omisión de la preceptiva fiscalización, puesto que no podrá observarse en los documentos sobre los que se efectúa la intervención. 

Murcia, 5 de marzo de 2004

EL VICEINTERVENTOR GENERAL,

Francisco Martínez Manzano

Sra. Interventora Delegada en el Instituto de la Mujer y en el Instituto de la Juventud de la Región de Murcia.- Consejería de Presidencia.
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